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Colom García, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

José Ariel Hernández Crespo acude ante nosotros, solicita 

que revisemos una Resolución emitida por un Juez Administrativo 

de la Administración Para el Sustento de Menores [en adelante 

“ASUME”] el 7 de julio de 2017.  Mediante la misma se modificó 

la pensión alimentaria para eliminar del cómputo de ingresos del 

padre no custodio, el ingreso imputado a la esposa por tener 

capitulaciones matrimoniales.  Sin embargo, no se corrigió el 

cómputo de la deuda retroactivamente al entender que no había 

circunstancias extraordinarias que lo ameritaran.  

Con el beneficio de la posición de la madre custodia Frances 

Díaz Hernández, resolvemos. 

ANTECEDENTES 

Las partes se divorciaron el 1 de mayo de 2010 y se 

estableció una pensión para los gemelos menores de edad.  En el 

2013 la madre custodia solicitó revisión de la pensión, mas el TPI 
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ordenó a la ASUME atender el caso, pues el padre ya no residía en 

Puerto Rico.  Desde 2013 al 2016 la ASUME no pudo notificar al 

padre, pues las direcciones provistas no eran las correctas. 

El 15 de julio de 2016, la ASUME emitió y notificó una 

Resolución dictada en rebeldía sobre revisión de pensión 

alimentaria.  En la misma se condenó al padre no custodio 

Hernández Crespo a proveer una pensión alimentaria de 

$1,734.43 mensuales, más un retroactivo de $52,063.25.  Para 

conformar esa cantidad, se asumió que Hernández Crespo estaba 

casado con Mareli C. Placer, con quien tenían constituida una 

sociedad legal de gananciales y se le imputó a ella un ingreso neto 

mensual de $1,160.49. 

El 24 de octubre de 2016, Hernández Crespo presentó 

Petición de Relevo de Resolución por falta de jurisdicción, ausencia 

de notificación y Solicitud de relevo de pago de pensión.  Allí alegó, 

entre otras cosas, que reside en el exterior desde el año 2009, 

que no fue debidamente notificado de la citación para la vista de 

alimentos.  Además, que la ASUME no realizó los esfuerzos 

razonables que exige la Regla 30 del Reglamento de 

Procedimiento Administrativo de la Administración para el 

Sustento de Menores.   También arguyó que no estaba casado 

bajo el régimen de sociedad legal de gananciales, por lo que no 

se debió incluir el ingreso de su esposa y mucho menos imputarle 

ingreso a ella.  El 28 de octubre de 2016, ASUME declaró No Ha 

Lugar dicha solicitud.  En su consecuencia Hernández Castro 

solicitó el 9 de noviembre de 2016, la modificación de la pensión 

alimentaria.  Iniciada la vista, Díaz Hernández se allanó a la 

petición de Hernández Crespo en cuanto a que se computara la 

pensión alimentaria sin considerar el ingreso neto imputado a la 

esposa, pues aceptó conocer que tenían constituido un 



 
 
 

KLRA201800202 
 

 

3 

matrimonio sujeto al régimen económico de separación de bienes.  

Por su parte, Hernández Crespo reiteró su pedido de computar la 

pensión alimentaria sin considerar el ingreso que se le imputó a 

su esposa y que tal reducción se hiciera retroactiva al 16 de julio 

de 2016. 

El Juez Administrativo entendió que no existían cambios 

sustanciales en las circunstancias de ninguna de las partes, por lo 

que denegó la rebaja de pensión efectiva al 16 de julio de 2016.  

Sin embargo, ordenó a Hernández Crespo proveer una pensión 

alimentaria de $1,492.96 mensual desde el 9 de mayo de 2017. 

Inconforme Hernández Crespo, luego de solicitar 

reconsideración, comparece ante nosotros.  Argumenta que 

incidió la ASUME  

AL ESTABLECER UNA PENSIÓN ALIMENTARIA EN BENEFICIO DE 

LOS MENORES INCLUYENDO A LA ESPOSA DEL RECURRENTE E 

IMPUTÁNDOLE INGRESO SIN HABER NOTIFICADO U EMPLAZADO 

A LA ESPOSA Y SIN CONTAR CON JURISDICCIÓN SOBRE SU 

PERSONA. 
 

AL DETERMINAR NO CORREGIR EL CÓMPUTO DE LA DEUDA 

RETROACTIVA EN LA QUE SE ACUMULÓ EL SALARIO IMPUTADO A 

LA ESPOSA DEL RECURRENTE. 
 

Díaz Hernández ha comparecido por lo que, perfeccionado 

el recurso, resolvemos. 

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

La fijación de una cuantía de alimentos está guiada por el 

principio, prescrito en el Artículo 146 del Código Civil, que exige 

que la pensión alimentaria se establezca en proporción "a los 

recursos del que los da y a las necesidades del que los recibe, y 

se reducirán o aumentarán en proporción a los recursos del 

primero y las necesidades del segundo”. 31 LPRA sec. 565.  

Cuando se trata de hijos e hijas menores de edad, la fijación de 

la pensión alimentaria, a su vez, está regulada por legislación 
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especial de eminente interés público. Fonseca Zayas v. Rodríguez 

Meléndez, 180 DPR 623 (2011).   

Así, la Ley Núm. 5 de 30 diciembre de 1986, según 

enmendada, conocida como la Ley Orgánica para la 

Administración del Sustento de Menores [en adelante Ley Núm. 

5], establece los mecanismos para revisar la pensión.    

A esos efectos, el Artículo 19 (b) de la Ley Núm. 5 indica 

que,  

en todo caso en que se solicite la fijación o modificación, 

o que se logre un acuerdo o estipulación de una pensión 
alimentaria, será mandatorio que el tribunal o el 

Administrador, según sea el caso, determine el monto de 
la misma utilizando para ello las guías adoptadas a tenor 

con lo dispuesto en esta sección.  Si el tribunal o el 
Administrador, según sea el caso, determinara que la 

aplicación de las guías resultara en una pensión 

alimentaria injusta o inadecuada, así lo hará constar en 
la resolución o sentencia que emita y determinará la 

pensión alimentaria luego de considerar, entre otros, los 
siguientes factores:  (1) Los recursos económicos de los 

padres y del menor […]  
 8 LPRA sec. 518 (b) 

 
Añade el inciso (b) que, 

Los pagos por concepto de pensiones alimentarias y de 

aumentos en las mismas serán efectivos desde la fecha 
en la que se presente en el tribunal o en ASUME, la 

petición de alimentos o la petición de aumento de 
pensión alimentaria. Bajo ninguna circunstancia, el 

tribunal, el Administrador o el Juez Administrativo 

reducirán la pensión alimentaria sin que el alimentante 
haya presentado una petición a tales efectos, previa 

notificación al alimentista o acreedor.   La reducción de 
la pensión alimentaria será efectiva desde la fecha en la 

que el tribunal, el Administrador o el Juez Administrativo 
decida sobre la petición de reducción o el Administrador 

modifique la pensión establecida conforme al reglamento 
de revisión periódica que se adopte para los casos en los 

que los menores alimentistas son beneficiarios de 
asistencia pública.  Todo pago o plazo vencido bajo una 

orden de pensión alimentaria emitida a través del 
procedimiento administrativo expedito o a través del 

procedimiento judicial establecido en este capítulo, 
constituye desde la fecha de su vencimiento, una 

sentencia para todos los efectos de ley y por 

consiguiente, tendrá toda la fuerza, efectos y atributos 
de una sentencia judicial, incluyendo la capacidad de 

ser puesta en vigor, acreedora a que se le otorgue entera 
fe y crédito en Puerto Rico y en cualquier estado. 

Además, no estará sujeta a reducción retroactiva 
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en Puerto Rico ni en ningún estado, excepto que en 
circunstancias extraordinarias el tribunal o el 

Administrador podrán hacer efectiva la reducción a 
la fecha de la notificación de la petición de 

reducción al alimentista o acreedor o de la 
notificación de la intención de modificar, según sea 

el caso.  No se permitirá la reducción retroactiva 
del monto de la deuda por concepto de las 

pensiones alimentarias devengadas y no pagadas. 

[…] (énfasis suplido) 
8 LPRA sec. 518 (b) 

 
Por su parte, el inciso C relacionado a la revisión indica, 

 
(c) Revisión.- Se dispone, además, que toda orden de 

pensión alimentaria podrá ser revisada y, de proceder, 
modificada cada tres (3) años desde la fecha en la que la 

orden de pensión alimentaria fue emitida o modificada, 
cuando el alimentista, la persona custodia o la persona 

no custodia presente una solicitud de revisión o cuando 
la Administración por iniciativa propia o cualquier otra 

agencia Título IV-D cuando exista una cesión del derecho 
de alimentos inicie un procedimiento de revisión de 

pensión alimentaria que pudiera culminar con la 

modificación de la orden de pensión alimentaria.  
También se dispone que cualquiera de las partes podrá 

solicitar o el Administrador por iniciativa propia iniciar, el 
procedimiento de revisión, y de proceder, de 

modificación de una orden de pensión alimentaria en 
cualquier momento fuera del ciclo de tres (3) años, 

cuando existan cambios sustanciales en las 
circunstancias del alimentista, de la persona custodia 

o de la persona no custodia tales como variaciones o 
cambios significativos o imprevistos en los 

ingresos, en la capacidad de generar ingresos, en los 
egresos, gastos o capital de la persona custodia o de la 

persona no custodia, o en los gastos, necesidades o 
circunstancias del menor. No obstante, cualquier ley o 

disposición en contrario, el requisito de cambio 

significativo o imprevisto en las circunstancias de alguna 
de las partes se cumple si de la aplicación de las Guías 

para computar las pensiones alimentarias en Puerto Rico, 
adoptadas según se dispone en este capítulo, resulta una 

pensión alimentaria diferente a la pensión corriente en 
vigor. La necesidad de proveer sustento médico para un 

o una menor alimentista en una orden también dará base 
para la revisión y posible modificación de la pensión 

alimentaria. (énfasis nuestro) 
8 LPRA sec. 518 (c) 

 
El Artículo 19 (c) de la Ley Núm. 5, permite la modificación 

de una pensión antes de los tres (3) años si "hay justa causa para 

así hacerlo…". 8 LPRA sec. 518(d).  Fonseca Zayas v. Rodríguez 

Meléndez, supra.   



 
 
 

KLRA201800202 
 

6 

En su acepción actual, la Ley Núm. 5 establece la política 

pública del Estado en cuanto a los alimentos de menores, 

procurando "que los padres o las personas legalmente 

responsables contribuyan, en la medida en que sus recursos lo 

permitan, a la manutención y bienestar de sus hijos o 

dependientes". 8 LPRA sec. 502. A esos efectos, la legislación le 

exige al juzgador calcular la pensión mediante las Guías 

Mandatorias para Computar las Pensiones Alimentarias en Puerto 

Rico, Reglamento Núm. 8529 del 30 de octubre de 2014 del 

Departamento de la Familia, Administración para el Sustento de 

Menores [en adelante, Guías Mandatorias].   De esta forma, la 

pensión alimentaria se fija conforme los ingresos de los padres, 

los cuales se determinarán según las directrices establecidas en 

las Guías, a saber:  

Artículo 9. Determinación del ingreso bruto anual de 
la persona custodia y el de la persona no custodia  

  
1. El ingreso bruto anual de la persona custodia y el 

de la persona no custodia se determinará de 
conformidad con las reglas siguientes:  

a)  Se considerarán y sumarán todos los ingresos, 
según se define dicho término en este 

Reglamento, que cada una de las partes reciba 
anualmente. […] 

 

b)  Cuando la persona custodia o la persona no 
custodia haya contraído matrimonio bajo el 

régimen de sociedad legal de bienes 
gananciales, el ingreso bruto anual de la persona 

custodia o el de la persona no custodia será la 
suma de su ingreso bruto anual y el ingreso bruto 

anual de su cónyuge, si se cumple con el 
estado de derecho vigente en cuanto a 

emplazamientos en un caso judicial o 
notificación en un caso administrativo. 

 
 Vemos pues, que para incluir el ingreso del cónyuge de la 

persona no custodia, se requiere la debida notificación y la 

existencia del matrimonio bajo el régimen de sociedad legal de 

gananciales.  Para ello, el Reglamento del Procedimiento 

Administrativo Expedito de la Administración para el Sustento de 
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Menores, de 10 de octubre de 2008 (Reglamento Núm. 7583), 

establece el procedimiento a seguir en cuanto a la notificación de 

alegación a la persona no custodia en casos de establecimiento, 

modificación o revisión de una pensión alimentaria.   

La Regla 23.1 del Reglamento Núm. 7583 provee las 

siguientes formas de notificar:  Primero, que la notificación de la 

alegación será enviada a la persona peticionada por correo 

certificado con acuse de recibo o le será entregada 

personalmente.  Dicha notificación, se le enviará a la parte 

peticionaria y a su representante legal, de haberlo, mediante 

correo ordinario.  Segundo, en caso de que no pueda ser notificada 

de la forma antes descrita, el empleado a cargo del caso le 

solicitará al Administrador que se le notifique a la persona 

peticionada a través de la publicación de un edicto en un periódico 

de circulación general en Puerto Rico.  Tercero, en los casos en los 

que la persona peticionada resida fuera de Puerto Rico, la 

notificación se hará de conformidad con lo establecido en el 

Capítulo 5 del Reglamento 7583. (Regla 23.1. a, b y c).   

El antedicho el Capítulo 5 del Reglamento Núm. 7583, 

establece los fundamentos para adquirir jurisdicción sobre la 

persona.  La Regla 28 dispone que:   

Cuando en la Administración se reciba una solicitud de 

servicios y una de las partes resida en un estado y la 
otra en Puerto Rico, la Administración adquirirá 

jurisdicción sobre la persona que reside fuera de 
Puerto Rico cuando:   

  
A. La persona sea emplazada personalmente;   

  
B. la persona se somete voluntariamente a la 

jurisdicción en forma expresa o tácita, cuando 
consienta o presente un documento o escrito que 

tenga el efecto de renunciar a la defensa de falta de 

jurisdicción sobre su persona;   
  

C. la persona haya residido en Puerto Rico con el 
menor;   
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D. la persona haya residido en Puerto Rico y proveyó 
gastos prenatales o alimentos para el menor;   

  
E. el menor reside en Puerto Rico como resultado de 

los actos o directrices de la persona;   
  

F. la persona sostuvo relaciones sexuales en Puerto 
Rico y el menor pudo haber sido concebido en esa 

relación sexual;   

  
G. la persona haya reconocido o inscrito al menor, de 

conformidad con el estado de Derecho vigente; o   
  

H. cuando exista cualquier otro fundamento 
compatible con la Constitución del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico y la de Estados Unidos de 
América para adquirir jurisdicción sobre la persona. 

 
 Por su parte, la Regla 29 le requiere al empleado que reciba 

una solicitud de servicios en un caso interestatal, determinar a la 

luz de la Regla 28 (Fundamentos para adquirir jurisdicción sobre 

la persona) de este Reglamento, si la Administración puede 

adquirir jurisdicción sobre la persona peticionada no residente en 

Puerto Rico.  Si el empleado determina que puede adquirir 

jurisdicción sobre la persona no residente, el procedimiento se 

realizará según lo dispuesto en la Regla 30 (Casos de jurisdicción 

extendida o casos "long arm jurisdiction") del Reglamento.1  

 La mencionada Regla 30.1 establece la forma de notificar en 

los casos donde Puerto Rico puede ejercer su jurisdicción sobre la 

parte peticionada no residente.  Para ello, se le notificará la 

Alegación en los casos de filiación y establecimiento de la pensión 

alimentaria o la Alegación en los casos de establecimiento de una 

pensión alimentaria mediante el envío de la notificación-

citación por correo certificado con acuse de recibo a la 

última dirección conocida, o personalmente, según lo dispone 

la Regla 28.A de este Reglamento.  Regla 30.1 (A).   Una vez 

agotado los remedios descritos en el inciso (A) y no haber sido 

                                                 
1 Véase Reglas 29.1 y 29.2 del Reglamento Núm. 7583.   
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localizada la parte peticionada no residente, se notificará 

mediante la publicación de un edicto en un periódico de circulación 

general en Puerto Rico o mediante el procedimiento de dos 

jurisdicciones según se dispone en la Regla 31 de este 

Reglamento.  El empleado a cargo del caso acreditará en el 

sistema mecanizado las gestiones efectuadas para cumplir con el 

inciso.   Regla 30.1 (A) y (B). 

Cónsono a ello, el Tribunal Supremo ha reiterado que “en 

todo pleito de alimentos el nuevo cónyuge del padre o 

madre alimentante debe ser incluido como parte 

indispensable, aun en los casos en que se trate de un 

matrimonio sujeto al régimen económico de separación de 

bienes.”  Maldonado v. Cruz, 161 DPR 1 (2004) citando a Cepeda 

Torres v. García Ortiz, 132 DPR 698 (1983).  (énfasis nuestro).  

Por imperativo del debido proceso de ley, es necesario que la 

esposa del padre alimentante sea traída al pleito, emplazándola y 

notificándola de todos los procedimientos, para evitar que sus 

derechos pudieran resultar perjudicados. Véase Maldonado v. 

Cruz, supra; Cepeda Torres v. García Ortiz, supra.  De no 

cumplirse estrictamente con los requisitos para emplazar 

conforme a la ley o regla correspondiente, el tribunal estaría 

impedido de actuar sobre la persona del legitimado pasivo, es 

decir, que carecería de jurisdicción sobre su persona. Álvarez v. 

Arias, 156 DPR 352 (2002).  El Tribunal Supremo ha reiterado que 

“se considera nula toda sentencia que se haya dictado por 

un tribunal sin jurisdicción sobre la materia o sobre la 

persona, o cuando el debido proceso de ley ha sido 

quebrantado.” López García v. López García, 199 DPR __ 

(2018); 2018 TSPR 57; García Colón v. Sucn. González, 178 DPR 

527 (2010); Figueroa v. Banco de San Juan, 108 DPR 680, 688 
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(1979); E.L.A. v. Tribunal Superior, 86 DPR 692, 697-698 (1962). 

Véase además R. Hernández Colón, Práctica jurídica de Puerto 

Rico: derecho procesal civil, 6ta ed., San Juan, Ed. LexisNexis, 

2017, sec. 4807, pág. 456. Consecuentemente, toda sentencia o 

dictamen de un tribunal en contra de un demandado que no ha 

sido emplazado o notificado conforme a derecho es inválido 

y no puede ser ejecutado. Se trata de un caso de nulidad 

radical por imperativo constitucional. Torres Zayas v. Montano 

Gómez, 199 DPR 458 (2017); Álvarez v. Arias, supra.   Se ha 

indicado que, "si una sentencia es nula, tiene que dejarse sin 

efecto independientemente de los méritos que pueda tener la 

defensa o la reclamación del perjudicado". López García v. López 

García, supra; García Colón v. Sucn. González, supra.   Sin duda, 

cuando una sentencia es nula, la misma se tiene por inexistente, 

por lo que no surte efecto alguno. López García v. López García, 

supra; Piazza Vélez v. Isla del Río, Inc., 158 DPR 440, 453 (2003); 

Vázquez v. A.R.Pe., 128 DPR 513, 537 (1991); Figueroa v. Banco 

de San Juan, supra.   De ahí, la facultad inherente de los tribunales 

para dejar sin efecto una sentencia nula u obtenida mediante 

fraude, "ya sea a su propia instancia o a instancia de parte 

interesada o afectada". López García v. López García, supra; Bco. 

Santander P.R. v. Fajardo Farms Corp., 141 DPR 237, 244 (1996); 

Figueroa v. Banco de San Juan, supra.  De igual forma, la falta de 

parte indispensable en un pleito es un interés tan fundamental, 

que constituye una defensa irrenunciable que puede presentarse 

en cualquier momento durante el proceso.   López García v. López 

García, supra; García Colón v. Sucn. González, supra.  Incluso, los 

foros apelativos, si así lo entienden, pueden y deben levantar 

motu proprio la falta de parte indispensable en un pleito, debido 
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a que esta incide sobre la jurisdicción del tribunal. López García v. 

López García, supra; García Colón v. Sucn. González, supra. 

Pasamos a considerar en conjunto los señalamientos de 

error contenidos en el recurso.  

 Hernández Crespo alega que, en la vista del 6 de junio de 

2017, el juez administrativo corrigió el cómputo de la pensión, ya 

que por error se le imputó un ingreso a su esposa, sin embargo, 

no se le permitió reducir la deuda retroactiva que en julio de 2016 

se calculó en $52,053.25.  Sostuvo que, la vista de revisión de 

pensión alimentaria se efectuó en julio de 2016 sin haberle 

notificado debidamente a su esposa, quien es parte indispensable 

en el pleito de pensión.  Como no fue emplazada ni se obtuvo 

jurisdicción sobre ella, fue un error imputarle el ingreso a esta, 

por lo que solicita se decrete la ausencia de jurisdicción sobre 

Placer.  Solicitó, además, que se modifique la determinación que 

denegó el ajuste de la deuda retroactiva calculada en julio de 2016 

y se ordene el ajuste de dicha deuda retroactiva conforme la 

modificación autorizada y realizada en el cómputo de la pensión. 

 Por su parte la recurrida Frances Díaz Hernández arguyó que 

la resolución en rebeldía fue notificada el 15 de julio de 2016 y la 

solicitud de reconsideración fue presentada el 24 de octubre de 

2016, a más de tres meses después, la cual fue declarada no ha 

lugar.    No le asiste la razón a Díaz Hernández.  El 24 de octubre 

de 2016, Hernández Crespo presentó una solicitud de relevo de 

resolución, y como tal debió atenderse.  Aclarado lo anterior, 

procedemos a evaluar.   

De la Resolución que revisamos surge que, al momento de 

computar la pensión alimentaria el 15 de julio de 2016, se 

consideró que el señor Hernández Crespo y la Sra. Mareli C. Placer 

(Placer) conformaban una sociedad de bienes gananciales.  Por 
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esa razón, se le imputó un ingreso neto mensual de $1,160.49 a 

Placer.  Con ello, la pensión alimentaria ascendió a $1,734.43, 

más un retroactivo de $52,063.25.2  La ASUME consideró el 

ingreso de la esposa de Hernández Crespo, sin embargo, no le 

notificó del proceso.  Del expediente tampoco surge ninguna 

notificación a Placer de la acción de modificación de alimentos.3  

En la oposición al recurso de revisión Díaz Hernández, tampoco 

acreditó que ASUME le hubiese notificado a la esposa del padre no 

custodio.  Este trámite era esencial, pues, por imperativo del 

debido proceso de ley, la esposa del padre alimentante debe ser 

traída al pleito, notificándole de todos los procedimientos, para 

evitar que sus derechos pudieran resultar perjudicados. Véase 

Maldonado v. Cruz, supra.  Así también lo exige el Artículo 9. 1 

(b) de las Guías Mandatorias, al indicar que cuando se va a 

computar el ingreso bruto anual y la persona no custodia haya 

contraído matrimonio bajo el régimen de sociedad legal de bienes 

gananciales, se considere el ingreso bruto anual del cónyuge, si 

se cumple con el estado de derecho vigente en cuanto a la 

notificación en un caso administrativo.   

Cuando se intente demandar a una Sociedad Legal de 

Bienes Gananciales, la misma debe ser emplazada conforme a 

derecho, a saber: a través de ambos cónyuges. Véase Torres 

Zayas v. Montano Gómez, supra.  En este caso, ASUME no 

adquirió jurisdicción sobre la esposa de Hernández Crespo.   La 

omisión de incluir en la acción a una parte indispensable 

                                                 
2 Resolución de ASUME, apéndice págs. 1-7, Determinaciones de Hechos 3 y 4 
3 Surge del expediente una carta por correo certificado número 7013 2250 

0002 3075 3042 dirigida a José Hernández/Marieli Placer a la dirección en Villa 

Lissette, Marginal B-1, Guaynabo PR  00969 y una Objeción de Notificación 

sobre Revisión de Pensión Alimentaria, suscrita por el Sr. José Antonio 

Hernández Martínez el 8 de enero de 2016.  Este indica que recibió el 22 o 23 

de diciembre de 2015 la Notificación sobre la Revisión de la Pensión alimentaria, 

pero la objetaba por no ser la persona obligada a prestar alimentos porque no 

es el padre del alimentante.  Unió al escrito una copia de la licencia de conducir. 

Apéndice, págs. 32-34  
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constituye una defensa irrenunciable que puede 

presentarse en cualquier momento e incluso los foros 

apelativos la deben levantar motu proprio.  Véase López 

García v. López García, supra; García Colón v. Sucn. González, 

supra. 

En consecuencia, es forzoso concluir que ASUME nunca tuvo 

ni ejerció jurisdicción sobre Placer, ni de la presunta sociedad legal 

de bienes gananciales.  La actuación de imputarle un ingreso a la 

señora Placer, sin adquirir jurisdicción sobre esta, conlleva la 

nulidad de la resolución emitida el 15 de julio de 2016 y así lo 

decretamos.   Por tanto, queda sin efecto, la pensión que se 

impuso de $1,734.43 mensuales, más el retroactivo de 

$52,063.25 que se fijó en dicha resolución.    

Por último, el 9 de noviembre de 2016 Hernández Crespo 

presentó una petición de Modificación de Pensión.  Allí Hernández 

Crespo nuevamente solicitó que se computara la pensión 

alimentaria sin que se considerara el ingreso neto de su esposa y 

que la reducción fuera retroactiva al 16 de julio de 2016.  La 

señora Díaz Hernández se allanó a la petición de Hernández 

Crespo de que se computara la pensión alimentaria sin considerar 

el ingreso mensual que se le imputó a la esposa de este4.  Sin 

embargo, el Juez Administrativo determinó que no concurrían 

“circunstancias extraordinarias” para la rebaja retroactiva de la 

pensión, sino que Hernández Crespo se limitó a señalar que al 

momento de computar la pensión alimentaria la Administradora 

de la ASUME erróneamente consideró los ingresos de una sociedad 

de bienes gananciales que no existe.  Así el juez administrativo, 

                                                 
4 Resolución de ASUME, apéndice págs. 1-7, Determinación de hechos número 

11 
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ajustó la pensión a $1,492.96 mensuales, pero efectiva al 9 de 

mayo de 2017, fecha de la vista original.   

Sobre este particular, el Artículo 19 (b) de la Ley Núm. 5 

dispone que la pensión puede estar sujeta a reducción retroactiva 

cuando existan circunstancias extraordinarias.  Véase Artículo 19 

(b) de la Ley Núm. 5, supra, 8 LPRA sec. 518 (b).  Una 

circunstancia extraordinaria es la reducción de $1,160.49 

mensuales en los ingresos del padre no custodio, a quien se le 

imputó erróneamente los ingresos de su esposa. Por tanto, 

procede el ajuste de pensión de los $1,492.96 retroactivamente, 

desde que el padre solicitó la modificación de la pensión el 9 de 

noviembre de 2016.    A esos efectos, modificamos, la resolución 

del 7 de julio de 2017, para hacer efectiva la pensión al 9 de 

noviembre de 2016.  

DICTAMEN 

Por los fundamentos aquí expuestos, se modifica la 

Resolución del 7 de julio de 2017, a los efectos de hacer efectiva 

la rebaja de la pensión alimentaria de $1,492.96 a la fecha de la 

notificación de la petición de modificación, es decir, el 9 de 

noviembre de 2016.   Se ordena a ASUME el ajuste de esta cuenta.  

En cuanto a la Resolución de 15 en julio de 2016, en la que 

se fijó la pensión mensual de $1,734.43 y la deuda retroactiva de 

$52,063.24, decretamos su nulidad y por tanto queda sin efecto. 

Se ordena a la ASUME eliminar la determinación ultra vires de 

pensión alimentaria, computada con la imputación de ingresos a 

la esposa del padre no custodio de quien nunca se adquirió 

jurisdicción por no haberse notificado del proceso.  Debe 

conformar y ajustar las cuentas de la pensión alimentaria 

conforme lo aquí instruido, considerando solamente los ingresos 

de Hernández Crespo como padre no custodio, tanto para la deuda 
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retroactiva de $52,063.25, como del período que comprende 

desde el 16 de julio de 2016 hasta el 8 de noviembre de 2016.    

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


